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Capítulo 1 Los presupuestos de la responsabilidad patrimonial






1. Alcance de la responsabilidad patrimonial


 Sin lugar a dudas, en las sociedades modernas de nuestros días resulta patente la progresiva expansión de la actividad pública en los diversos sectores de la vida social. Las facultades de intervención de las Administraciones públicas se han multiplicado de tal forma que es difícil concretar una parcela de actividad humana donde no esté presente el poder público ejercitando alguna de sus múltiples prerrogativas. Tal es así que éste, en el desarrollo y gestión de los servicios públicos cuya titularidad asume, entendido «servicio público» en su concepto más amplio, puede producir daños o lesiones a los particulares en sus bienes y derechos, de cuya responsabilidad y cobertura se hace cargo la Administración Pública correspondiente siempre que concurran los presupuestos requeridos por la norma reguladora.


La responsabilidad patrimonial constituye una institución que viene a tutelar la integridad patrimonial de los administrados frente a las intromisiones de los poderes públicos, atendiendo a la reparación de las lesiones producidas a los particulares en sus bienes y derechos, al margen de la potestad expropiatoria, como consecuencia de la actividad desarrollada en el ejercicio del poder.



Su fundamento parte de la consideración de que si la actuación administrativa tiene por objeto beneficiar, con mayor o menor intensidad, a todos los ciudadanos, lo justo es que si con ello se causa algún perjuicio, éste se distribuya también entre todos, de forma que el dato objetivo —de la producción de una lesión antijurídica a los ciudadanos— como consecuencia de actuación de la Administración (o de los Poderes públicos) constituye en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, el fundamento de la misma responsabilidad.

 En nuestro ordenamiento jurídico el régimen de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas está protegido constitucionalmente y se configura como una "garantía institucional", con reflejo en los arts. 9.3 y 106.2 de la CE.

El art. 106.2 de la CE establece que los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Dicho precepto constitucional se remite a la ley, cumpliéndose lo establecido en el art. 149.1.18 de la CE que atribuye al Estado la competencia exclusiva para legislar sobre el sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas.

La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas está regulada en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante, LRJSP), que vinieron a sustituir a la regulación contenida en el Título X de la derogada Ley 30/1992, de 26 de noviembre del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante LRJ-PAC), así como en su reglamento de desarrollo en lo referente al procedimiento aprobado por Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, que hasta entonces venía regulando este procedimiento.

La actual regulación separa los aspectos sustantivos y procedimentales de la institución de la responsabilidad patrimonial. De los primeros se ocupa la LRJSP en sus arts. 32 y siguientes; de los segundos se ocupa la LPACAP, que integra el procedimiento de responsabilidad patrimonial, de acuerdo con lo señalado en su Exposición de Motivos, como una especialidad del procedimiento administrativo común, si bien con algunas especialidades respondiendo a uno de los objetivos que persigue la Ley que es la simplificación de los procedimientos administrativos y su integración como especialidades en el procedimiento administrativo común.

A su vez, la LPACAP absorbe muchas cuestiones que estaban reguladas en el Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas, elevando a rango de ley una regulación que hasta la fecha era reglamentaria.

Esta normativa debe completarse con una numerosísima jurisprudencia contencioso-administrativa, ya que, el sistema de responsabilidad administrativo ha sido configurado en nuestro país a través de la doctrina sentada por Jueces y Tribunales.

Como características del sistema de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas en nuestro país destacan las siguientes:

a) Se trata de un sistema unitario y general

Se aplica a todas las Administraciones Públicas sin excepción, independientemente de si se trata de Administraciones territoriales o institucionales, y tanto si el daño tiene lugar en su actuación con sometimiento al Derecho Administrativo como si lo hacen sujetas al Derecho Privado. Incluso alcanza a las Administraciones cuando actúa a través de entidades de Derecho Privado, tal y como dispone el art. 35 de la LRJSP. 


Este sistema cubre todo tipo de daño derivado de todas las actuaciones extracontractuales —ya sean normativas, jurídicas o materiales—, así como toda omisión o inactividad.



b) Es una responsabilidad directa

La Administración titular del servicio o de la actividad causante del daño responde directamente frente al perjudicado, sin que resulte relevante la intervención de las personas integradas en ésta (autoridades, funcionarios, personal laboral, etc.). 

De este modo, los particulares pueden exigir directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicios (art. 36.1 de la LRJSP). La responsabilidad directa de la Administración que presupone la exigencia directa a la Administración Pública de las indemnizaciones por daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a sus servicio no quita que éstos hayan de responder, en vía de regreso, frente a la propia Administración que haya satisfecho la indemnización cuando el daño hubiera sido consecuencia de dolo, culpa o negligencia grave en su conducta, previa instrucción del correspondiente procedimiento (art. 36.2 de la LRJSP).

c) Es un sistema de responsabilidad objetiva

La responsabilidad patrimonial de la Administración no exige dolo o culpa en su actuación, ni tampoco que dicha actuación sea legal o ilegal: las condiciones en que se produce la actuación o la omisión o inactividad administrativa resultan irrelevantes. 

El derecho a la indemnización se reconoce por lesiones que sean consecuencia del «funcionamiento normal o anormal» de los servicios públicos (art. 106.2 de la CE y art. 32.1 de la LRJSP). La Administración debe indemnizar no sólo cuando el daño es consecuencia de su actividad o inactividad ilegal o de la conducta culpable de sus agentes (responsabilidad por culpa), sino también cuando de la actividad administrativa se derivan situaciones de riesgo que derivan en sacrificios especiales cuyos perjuicios derivados no deben ser soportados individualmente por los afectados sino por la generalidad de los ciudadanos a través de la propia Administración (responsabilidad objetiva o por riesgo). 

[No obstante lo anterior, la jurisprudencia viene modulando el carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial, rechazando que la mera titularidad del servicio determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier consecuencia lesiva relacionada con el mismo que se pueda producir, al exigir que los daños sean consecuencia directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal de aquélla.]


Esta modulación resulta especialmente significativa en el ámbito de la Administración sanitaria donde la jurisprudencia del TS viene manteniendo que la nota de objetividad de la responsabilidad de las Administraciones Públicas no significa que esté basada en la simple producción del daño, pues además este debe ser antijurídico, en el sentido que no deban tener obligación de soportarlo los perjudicados por no haber podido ser evitado con la aplicación de las técnicas sanitarias conocidas por el estado de la ciencia y razonablemente disponibles en dicho momento, por lo que únicamente cabe considerar antijurídica la lesión que traiga causa en una auténtica infracción de la lex artis (la STS de 19 de mayo de 2015, Rec. 4397/2010, sostiene que no resulta suficiente la existencia de una lesión —que llevaría la responsabilidad objetiva más allá de los límites de lo razonable—, sino que es preciso acudir al criterio de la lex artis como modo de determinar cuál es la actuación médica correcta, independientemente del resultado producido en la salud o en la vida del enfermo ya que no le es posible ni a la ciencia ni a la Administración garantizar, en todo caso, la sanidad o la salud del paciente).

d) Es un sistema de responsabilidad integral

El sistema de responsabilidad tiene como finalidad conseguir que la víctima de una lesión resarcible quede indemne, es decir, libre de daño gracias a la indemnización. La reparación debe ser integra. 

En palabras del TS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, Sentencia de 23 de marzo de 2010, Rec. 4925/2005, el principio de reparación integral que inspira la materia supone la necesidad de reparar la totalidad de los perjuicios causados y que resulten acreditados, para conseguir la indemnidad del perjudicado, 

O como señala la sentencia de 6 de noviembre de 1998, Rec. 6165/1992:  

"La aplicación del principio de la reparación integral implica que la misma comprende, dentro del ámbito de la responsabilidad patrimonial de la Administración, los daños alegados y probados por el perjudicado, lo que supone la inclusión de los intereses económicos valuables, partiendo de reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, las sentencias de 7 de octubre y 4 de diciembre de 1980, 14 de abril y 13 de octubre de 1981, 12 de mayo y 16 de julio de 1982, 16 de septiembre de 1983, 10 de junio, 12 y 22 de noviembre de 1985)".


TÉNGASE EN CUENTA: El resarcimiento del daño moral —por su carácter afectivo y de pretium doloris— carece de módulos objetivos, lo que conduce a valorarlo en una cifra razonable, que, como señala la jurisprudencia, siempre tendrá un cierto componente subjetivo (SS del TS de 20 de julio de 1996, Rec. 2297/1994; 26 de abril 1997, Rec. 7888/1992; 5 de julio de 1997 y 20 de enero de 1998, Rec. 5284/1993, citadas por la de 18 de octubre de 2000, Rec. 4975/1995), debiendo ponderarse todas las circunstancias concurrentes en el caso.









2. Inactividad administrativa y responsabilidad patrimonial


 En nuestro ordenamiento la responsabilidad de las Administraciones constituye un principio fundamental, ya que los particulares, en los términos establecidos por la ley, tienen derecho a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos (arts. 9.3 y 106.2 de la CE). El principio de responsabilidad tiene raíz en un principio general del derecho de que cada uno debe responder de sus propios actos.

La lesión sufrida por los particulares puede ser ocasionada por un comportamiento activo de la Administración, pero también por una inactividad u omisión: por la ausencia de un comportamiento que, de haberse producido, habría evitado la lesión.

Por tanto la inactividad de la Administración puede causar daños en los bienes o derechos de los administrados siempre que se den los presupuestos para exigir responsabilidad patrimonial a la Administración:


	
•  Daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado

	
•  Como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

	
•  Dejando a salvo los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de soportar.



No obstante la responsabilidad patrimonial de la Administración presenta ciertas peculiaridades cuando el suceso lesivo es una inactividad u omisión. En efecto, como sostiene la doctrina del TS (STS, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, de 10 de noviembre de 2009, Rec. 2441/2005, con cita de las sentencias de 16 de mayo de 2008, Rec. 7953/2003; 27 de enero de 2009, Rec. 5921/2004, y 31 de marzo de 2009, Rec. 9924/2004: la relación de causalidad no opera del mismo modo en el supuesto de comportamiento activo que en el supuesto de comportamiento omisivo. Tratándose de una acción de la Administración, basta que la lesión sea lógicamente consecuencia de aquélla. 

Problema distinto es si esa conexión lógica debe entenderse como equivalencia de las condiciones o como condición adecuada; pero ello es irrelevante en esta sede, pues en todo caso el problema es de atribución lógica del resultado lesivo a la acción de la Administración.

En cambio, tratándose de una omisión de la Administración, no es suficiente una pura conexión lógica para establecer la relación de causalidad: si así fuera, toda lesión acaecida sin que la Administración hubiera hecho nada por evitarla sería imputable a la propia Administración. 

Pero el buen sentido indica que a la Administración solo se le puede reprochar no haber intervenido si, dadas las circunstancias del caso concreto, estaba obligada a hacerlo.


CONCLUSIÓN: En el supuesto de comportamiento omisivo, no basta que la intervención de la Administración hubiera impedido la lesión, pues esto conduciría a una ampliación irrazonablemente desmesurada de la responsabilidad patrimonial de la Administración. 

Es necesario que haya algún otro dato en virtud del cual quepa objetivamente imputar la lesión a dicho comportamiento omisivo de la Administración. 

Y ese dato que permite hacer la imputación objetiva sólo puede ser la existencia de un deber jurídico de actuar.









3. El funcionamiento normal o anormal del servicio público


 Configurada por primera vez en 1954, dentro de la Ley de Expropiación Forzosa, en el art. 121 y contenida en la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 1957, en los arts. 40 y 41, la responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado adquiere relevancia constitucional en los arts. 9 y 106.2 de la Constitución como garantía fundamental de la seguridad jurídica, con entronque en el valor de la justicia, y se desarrolla en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante LPACAP), y en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen Jurídico del Sector Público (en adelante LRJSP).

El art. 32.1 de la LRJSP establece el derecho de los particulares a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor.

Para que se produzca la responsabilidad patrimonial de la Administración se requiere, por tanto, y en primer lugar la concurrencia de un hecho imputable a la Administración, por lo que es suficiente con acreditar que se ha producido un daño o lesión como consecuencia de una actividad o prestación cuya titularidad corresponde a un ente público.

Como ha sostenido el Consejo de Estado (Dictamen núm. 1.085/2000 de 6 de abril) la acción administrativa que puede generar responsabilidad patrimonial de la Administración no es sólo la que resulte ilícita o contraria al ordenamiento (funcionamiento anormal de los servicios públicos entendido como existencia de alguna anomalía en la prestación de un servicio público, tanto si se produce a causa de una infracción subjetiva —dolo, culpa o negligencia— como si existe una infracción objetiva en la propia prestación del servicio) sino incluso la que, persiguiendo fines de interés general y siendo en sí misma lícita y conforme a Derecho, lesiona individualizadamente los bienes o derechos de un particular en términos que supongan para él un sacrificio especial excesivo o desigual, y no una simple carga que ese particular esté obligado a soportar con carácter general. 


Lo significativo es la producción de una lesión resarcible siendo irrelevante, en principio, la actividad que lo ha ocasionado, sin que se haya de demostrar ninguna irregularidad en la prestación de un servicio público.



El funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos deriva de una relación directa y exclusiva e inmediata de causa a efecto, cualquiera que sea su origen (Reglamento, acto administrativo, legal o ilegal, simple actuación material o mera omisión), de acuerdo con lo establecido en las SSTSJ Castilla-La Mancha de 23 de febrero de 2004, Rec. 107/2001, y de 13 de octubre de 2006, Rec. 212/2003, entre otras muchas, o, en parecidos términos, STS de 13 de marzo de 1989, LA LEY 816-JF/0000).

De hecho, el sistema de responsabilidad extracontractual aplicable a nuestras Administraciones Públicas ha sido calificado por la doctrina como de carácter objetivo.

En este sentido, ha señalado nuestra jurisprudencia que, al afirmar que es objetiva, se pretende significar que no se requiere culpa o ilegalidad en el autor del daño, a diferencia de la tradicional responsabilidad subjetiva propia del Derecho Civil, ya que se trata de una responsabilidad que surge al margen de cuál sea el grado de voluntariedad y previsión del agente, incluso cuando la acción originaria es ejercida legalmente, y de ahí la referencia al funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 

Cualquier consecuencia dañosa derivada de tal funcionamiento debe ser, en principio, indemnizada, porque de otro modo se produciría un sacrificio individual en favor de una actividad de interés público que, en algunos casos, debe ser soportada por la comunidad.

Esta fundamental característica impone que no solo no es menester demostrar para exigir aquella responsabilidad que los titulares o gestores de la actividad administrativa que ha generado un daño han actuado con dolo o culpa, sino que ni siquiera es necesario probar que el servicio público se ha desenvuelto de manera anómala, pues los preceptos constitucionales y legales que componen el régimen jurídico aplicable extienden la obligación de indemnizar a los casos de funcionamiento normal de los servicios públicos.

No obstante ese carácter objetivo de la responsabilidad, jurisprudencialmente se ha ido estableciendo una serie de límites que consigan modular una aplicación desmesurada de la responsabilidad patrimonial de la Administración. Baste como ejemplo la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de diciembre de 2008, Rec. 6580/2004, que sostiene que el carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial no impide que para su exigencia, como señala la sentencia de 7 de febrero de 2006, Rec. 6445/2001), sea imprescindible que exista nexo causal entre el funcionamiento normal o anormal del servicio público y el resultado lesivo o dañoso producido. 

A tal efecto, la jurisprudencia viene modulando el carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial, rechazando que la mera titularidad del servicio determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier consecuencia lesiva relacionada con el mismo que se pueda producir, lo que supondría convertir a la Administración en aseguradora universal de todos los riesgos, con el fin de prevenir cualquier eventualidad desfavorable o dañosa para los administrados que pueda producirse con independencia del actuar administrativo, siendo necesario, por el contrario, que esos daños sean consecuencia del funcionamiento normal o anormal de la Administración (SS 14-10-2003, Rec. 1058/1999, 13-11-1997, Rec. 4451/1993).

La culpa sigue jugando de hecho un papel relevante cuando se trata de funcionamiento anormal y, como veremos, también en otros. En estos supuestos, se deberá ir analizando caso por caso la normalidad del funcionamiento de la Administración para determinar si se ha generado un riesgo excesivo de daños como consecuencia de la actividad administrativa. 

La responsabilidad por el funcionamiento normal de la Administración (la normalidad se relaciona con lo que social y legalmente se exige de la prestación de los servicios públicos) tiene tantos matices de aplicación que difícilmente puede hablarse de una general responsabilidad de la Administración operando dentro del funcionamiento social y jurídicamente correcto.

Debe, pues, concluirse que para que el daño concreto producido por el funcionamiento del servicio a uno o varios particulares sea antijurídico basta con que el riesgo inherente a su utilización haya rebasado los límites impuestos por los estándares de seguridad exigibles en atención a los medios disponibles y la situación habida (Dictamen del Consejo de Estado de 1 de julio de 2010). No existirá, entonces, deber alguno del perjudicado de soportar el menoscabo en sus bienes y derechos, y, consiguientemente, la obligación de resarcir el daño o perjuicio causado por la actividad administrativa será a ella imputable

Finalmente cabe señalar que, dado que estamos en un ámbito de responsabilidad objetiva, la antijuricidad no parece hacerse derivar de la acción del causante del daño, de manera que para obtener una indemnización la antijuricidad deberá ser referida al resultado, es decir, deberá depender del resultado que produzca la acción u omisión de la Administración. 

ATENCIÓN: Si el resultado es un daño que el particular no está obligado a soportar, la conducta será antijurídica y se deberá indemnizar, correspondiendo, la carga de la prueba de que no existe antijuricidad a la propia Administración.








4. La necesaria relación de causalidad


 Para que se produzca la responsabilidad patrimonial de la Administración se requiere, según el artículo 32 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público (LRJSP), la concurrencia de los siguientes requisitos:


	
a)  Un hecho imputable a la Administración, por lo que es suficiente con acreditar que se ha producido un daño o lesión como consecuencia de una actividad o prestación cuya titularidad corresponde a un ente público

	
b)  Un daño antijurídico producido, esto es, un menoscabo patrimonial injustificado, caracterizado por que el que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo. El perjuicio patrimonial ha de ser real, no basado en meras esperanzas o conjeturas, evaluable económicamente, efectivo e individualizado en relación con una persona o grupo de personas.

	
c)  Relación de causalidad directa y eficaz entre el hecho que se imputa a la Administración y el daño producido, pues como señala el mencionado artículo la lesión ha de ser consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos.

	
d)  Ausencia de fuerza mayor, como causa extraña a la organización y distinta del caso fortuito, supuesto éste último que no enerva la responsabilidad de la Administración y sí impone la obligación de indemnizar.



Constituye un requisito esencial para la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración la relación de causalidad, entendida como vínculo directo, inmediato y exclusivo de causa a efecto entre el hecho imputado a la Administración y la lesión producida. 


Entre el daño ocasionado o producido debe existir, de manera obligatoria, una relación de causalidad, una conexión directa, inmediata y exclusiva de causa a efecto, sin intervención extraña que pudiera influir, alterando este nexo causal. Este necesario e imprescindible nexo causal, debe ser, en general, directo, inmediato y exclusivo, lo que habrá de apreciarse de forma casuística. 



Sin embargo, a veces la relación de causalidad puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas o concurrentes. Así, la jurisprudencia ha establecido la llamada «Teoría de la causalidad adecuada», que es definida como la causa necesariamente idónea para determinar el evento o resultado, es decir, que exista una adecuación objetiva entre acto y evento, atendiendo a las circunstancias del caso, que sea la causa adecuada, eficiente o necesariamente idónea e, incluso, directa y exclusiva, sin intervención ajena para provocar el resultado por el que se reclama. 

A pesar de ello, «especialmente para los supuestos de funcionamiento anormal, viene empezando a admitir la posibilidad de que se aprecie, aún mediante formas mediatas, indirectas y concurrentes».

Como señala la sentencia de 24 de mayo de 2000, Rec. 435/1998, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional: «a… se imponen aquellas (teorías) que explican el daño por la concurrencia objetiva de factores cuya inexistencia, en hipótesis, hubiera evitado aquél. A este respecto debe seguirse la llamada teoría de la causalidad adecuada, expuesta en la STS de 28 de noviembre de 1998, rec. 2864/1994 del siguiente modo:

 "El concepto de relación causal a los efectos de poder apreciar la responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas, se resiste a ser definido apriorísticamente, con carácter general, puesto que cualquier acaecimiento lesivo se presenta normalmente no ya como el efecto de una sola causa, sino más bien como resultado de un complejo de hechos y condiciones que pueden ser autónomos entre sí o dependientes unos de otros, dotados sin duda, en su individualidad, en mayor o menor medida, de un cierto poder causal, reduciéndose el problema a fijar entonces qué hecho o condición puede ser considerado como relevante por sí mismo para producir el resultado final, y la doctrina administrativa, tratando de definir qué sea relación causal a los efectos de apreciar la existencia, o no, de responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas, se inclina por la tesis de la causalidad adecuada que consiste en determinar si la concurrencia del daño era de esperar en la esfera del curso normal de los acontecimientos, o si, por el contrario, queda fuera de este posible cálculo, de tal forma que sólo en el primer caso, si el resultado se corresponde con la actuación que la originó, es adecuado a ésta, se encuentra en relación causal con ella y sirve como fundamento del deber de indemnizar. Esta causa adecuada o causa eficiente exige un presupuesto, una "condictio sine qua non", esto es, un acto o un hecho sin el cual es inconcebible que otro hecho o evento se considere consecuencia o efecto del primero. Ahora bien, esta condición por sí sola no basta para definir la causalidad adecuada sino que es necesario, además, que resulte normalmente idónea para determinar aquel evento o resultado, tomando en consideración todas las circunstancias del caso; esto es, que exista una adecuación objetiva entre acto y evento, lo que se ha llamado la verosimilitud del nexo y sólo cuando sea así, dicha condición alcanza la categoría de causa adecuada, causa eficiente o causa próxima y verdadera del daño, quedando así excluidos tanto los actos indiferentes como los inadecuados o inidóneos y los absolutamente extraordinarios".



No son admisibles, en consecuencia, otras perspectivas tendentes a asociar el nexo de causalidad con el factor eficiente, preponderante, socialmente adecuado o exclusivo para producir el resultado dañoso, puesto que válidas como son en otros terrenos irían en éste en contra del carácter objetivo de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas.



La consideración de hechos que puedan determinar la ruptura del nexo de causalidad, a su vez, debe reservarse para aquellos que comportan fuerza mayor —única circunstancia admitida por la ley con efecto excluyente—, a los cuales importa añadir la intencionalidad de la víctima en la producción o el padecimiento del daño, o la gravísima negligencia de ésta, y la intervención de un tercero como agente activo, siempre que estas circunstancias hayan sido determinantes de la existencia de la lesión y de la consiguiente obligación de soportarla.

Finalmente, el carácter objetivo de la responsabilidad impone que la prueba de la concurrencia de acontecimientos de fuerza mayor o circunstancias demostrativas de la existencia de dolo o negligencia de la víctima suficiente para considerar roto el nexo de causalidad corresponda a la Administración, pues no sería objetiva aquella responsabilidad que exigiese demostrar que la Administración que causó el daño procedió con negligencia, ni aquella cuyo reconocimiento estuviera condicionado a probar que quien padeció el perjuicio actuó con prudencia".».







5. Culpa in vigilando y culpa in omitendo


 La llamada culpa in omitendo o la culpa in vigilando son dos géneros comprensivos de multitud de supuestos de responsabilidad administrativa que descansan en la abstención de un hacer, de una obligación positiva que atañe exclusivamente a la Administración. La utilización del término «culpa» dentro del brocardo latino no debe alejarnos de la idea de imputación objetiva en la que venimos incidiendo, ya que en estos supuestos se utiliza como sinónimo de responsabilidad.


La responsabilidad patrimonial por culpa in omitendo deriva de la pasividad o de la falta de prevención o de la no adopción de medidas encaminadas a evitar o paliar el daño. Constituye una responsabilidad por inactividad, por infracción de un deber legal de obrar establecido en interés ajeno.



Al respecto la jurisprudencia viene afirmando que cuando el daño antijurídico tiene su origen en una omisión administrativa, la responsabilidad por omisión es siempre una responsabilidad subjetiva, que no es separable de la idea de culpa, y ello se debe a que la causa del daño, una omisión, sólo puede concretarse previa contemplación de un deber de actuar ante una situación dada que permite aislar y diferenciar, como hecho omisivo dañoso, la pasividad de la Administración en un momento dado.


La culpa in vigilando nace en aquellos supuestos en los que el poder público asume un deber de salvaguarda, de protección, de garantía especial, cuyo descuido la convierte en merecedora de reproche. Los paradigmas de esta variedad los encontramos en los perjuicios derivados de acontecimientos en centros penitenciarios y escolares.



Cabe acoger aquí la doctrina sentada por la jurisprudencia del TS sobre el no funcionamiento, la actitud pasiva o inactiva de la Administración, la falta de vigilancia, el descuido, desentendimiento por el posible hecho lesivo «como actitud del omitente que permite establecer un nexo causal entre la pasividad y el perjuicio».

En cuanto a la responsabilidad de la Administración educativa, citamos la STS, Sala 3ª, 10 de marzo de 2003, Rec. 10229/1998, en la que se establece la responsabilidad por el fallecimiento de una escolar durante una actividad deportiva organizada por el centro de estudios y que consistía en el descenso en canoa del río Sella. Esta actividad deportiva es una actividad de riesgo y no se tomaron todas las precauciones exigidas, razón por la que no cabe eximir de responsabilidad a la Administración y tampoco cabe declarar que parte de esa responsabilidad quepa imputarla a los padres de la víctima

En parecidos términos, la STS, Sala 3ª, de 20 de diciembre de 2004, Rec. 3999/2001, aborda el caso de las lesiones y secuelas sufridas por un alumno que se cayó en el centro escolar donde estudiaba al tratar de huir de unos compañeros que pretendían hacerle una novatada. Como consecuencia de esta primera caída, se le produjeron unas lesiones que no quedaron debidamente curadas y que determinaron una segunda caída cuando subía las escaleras del centro. El TS declara la responsabilidad de la Administración educativa por no haber prestado los profesores la debida atención, vigilancia y cuidado para evitar dicha persecución. Existe un nexo causal entre las lesiones y secuelas sufridas por el menor y la falta de evitación por el centro de la persecución a que dicho menor fue sometido.

Sin embargo, el Consejo de Estado (dictamen núm. 999/1996, de 25 de abril) ha rechazado que la Administración tenga el deber de responder sin más de todos los daños que puedan sufrir los alumnos en Centros Escolares de su titularidad, sino que para que proceda la responsabilidad patrimonial pública deberán darse los requisitos que la caracterizan, legalmente establecidos, analizando las circunstancias concurrentes en cada caso. Así ha declarado en dictámenes precedentes que no todos los daños sufridos por los escolares en los recintos educativos le son imputables por no ser consecuencia del funcionamiento del servicio educativo aunque se hayan producido con ocasión de su realización (Dictamen 289/94 de 7 de abril).

En los casos de fallecimiento y daños a internos en establecimientos penitenciarios, no es obstáculo para la existencia del reconocimiento de responsabilidad patrimonial el carácter directo, inmediato y exclusivo con que la jurisprudencia caracteriza el nexo causal entre la actividad administrativa y el daño o lesión producida, pues la imprescindible relación de causalidad entre la Administración y el resultado dañoso producido, puede aparecer bajo formas mediatas, indirectas y concurrentes, aun admitiendo la posibilidad de una modulación de la responsabilidad en el caso de que intervengan otras causas, lo cual se traduce en la necesaria ponderación a la hora de fijar la relativa indemnización.

En relación con la responsabilidad por conductas omisivas de la Administración podemos citar la STS, Sala 2ª, de 20 de enero de 2005, Rec. 716/2000, referente a un incendio provocado por tres internos en el centro de internamiento de extranjeros. El TS declara la responsabilidad de las Administraciones Públicas por omisión de las medidas de seguridad. Existe una relación de causalidad entre el hecho punible y la omisión de no intervención de los mecheros por la Administración. Asimismo, existió un funcionamiento anormal, que permite apreciar responsabilidad por hecho de otro (no funcionario).

Sobre los daños causado por los internos de establecimientos penitenciarios, la Administración tiene posición de garante respecto de los daños causados por presos peligrosos que quebrantan condena. Así la STS, Sala 3ª, de 31 de octubre de 2007, Rec. 8199/2002, señala la responsabilidad patrimonial del Estado derivada del asesinato de un joven a manos de un preso tras quebrantar condena al no presentarse después de un permiso de fin de semana, deduciendo del monto de la indemnización de lo ya percibido en otras vías jurisdiccionales (responsabilidad civil derivada de delito).

TÉNGASE EN CUENTA: La jurisprudencia viene a excluir la existencia de responsabilidad patrimonial de la Administración en el caso de no advertir anomalía en la prestación del servicio, por la existencia de una vigilancia adecuada o la inexistencia de omisión de los servicios públicos penitenciarios (Dictamen del Consejo de Estado nº 896/2013 de 19 de septiembre).








6. La fuerza mayor como causa que excluye la obligación de indemnizar


 La fuerza mayor se configura como la primera causa impeditiva de la responsabilidad patrimonial, ya desde la propia Constitución. La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP) incluye otra exigencia y es que, el particular no tenga el deber jurídico de soportar los daños derivados del funcionamiento del servicio público. La fuerza mayor, la vis maior, es un concepto que trasciende el ordenamiento jurídico público para convertirse en un elemento esencial dentro de la doctrina general de la responsabilidad, también en las distintas ramas del Derecho Privado.

Son numerosas las definiciones que a lo largo de la historia se han ido ofreciendo de la fuerza mayor. En este caso, cabe hacer referencia a las del Consejo de Estado: causa extraña al objeto dañado, excepcional e imprevisible o que de haberse podido prever fuera inevitable (dictamen 889/1997, de 20 de marzo) o la de la jurisprudencia: aquellos hechos que aun siendo previsibles, sean sin embargo, inevitables, insuperables e irresistibles, siempre que la causa que lo motive sea independiente y extraña a la voluntad del sujeto obligado, pero no aquellos eventos internos intrínsecos ínsitos en el funcionamiento de los servicios públicos (STS, Sala 3ª, de 12 de marzo de 2008, Rec. 4143/2005).

Como recuerda el TS Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo, Sección 6ª, la fuerza mayor no sólo exige que obedezca a un acontecimiento que sea imprevisible e inevitable, como el caso fortuito, sino también que tenga su origen en una fuerza irresistible extraña al ámbito de actuación del agente (Sentencias, entre otras, de 26 de febrero de 1998, Rec. de apelación 4587/1991; 6 de febrero de 1996, Rec. 13862/1991; 18 de diciembre de 1995, Rec. 824/1993; 30 de septiembre de 1995, Rec. 675/1993; 11 de septiembre de 1995, Rec. 1362/1990; 11 de julio de 1995, Rec.; 3 de noviembre de 1988, LA LEY 55673-JF/0000; 10 de noviembre de 1987, LA LEY 488-5/1987, y 4 de marzo de 1983).

Esto implica, a sensu contrario, la voluntad implícita de responsabilizar a la Administración de los daños que se deriven del caso fortuito, caracterizado por la indeterminación de la causa productora del daño y directamente conectada con el funcionamiento del servicio productor del daño.


 Por contra, la fuerza mayor se caracteriza por ser una causa extraña, exterior al funcionamiento del servicio que causa el daño, imprevisible, insuperable e irresistible, aun en el supuesto de haber podido ser prevista, ajena al ámbito dominado por el particular. 



La fuerza mayor excluye el deber de reparar el daño causado (GARCÍA DE ENTERRÍA y Tomás Ramón FERNÁNDEZ).

La diferencia entre el caso fortuito y fuerza mayor estriba en la interioridad y previsibilidad del primero, e imprevisibilidad y exterioridad del segundo: "el corte sufrido por en la muñeca, aunque tuvo lugar dentro de la Escuela de Educación Infantil cuando el niño subía del comedor a la clase, se produjo sin que la actividad de la Administración tuviera participación relevante en la producción del daño: el niño subía corriendo y cuando llegó a la clase, de una forma totalmente sorpresiva y sin que la técnico responsable que se encontraba a escasos metros, pudiera hacer nada para evitarlo, el niño dio un puñetazo al cristal de la puerta que comunica el baño con el aula, rompiéndolo y ocasionándole los cortes en la muñeca. En ningún momento la E.E.I. expuso al niño a un especial riesgo, ni la técnico responsable que en ese momento ayudaba a los pequeños, dejó de actuar con la diligencia debida. El accidente ocurrió de modo fortuito y de una forma totalmente imprevisible e inevitable, sin que pueda apreciarse, por lo tanto, conexión alguna entre éste y la prestación del servicio público educativo, a pesar de la corta edad del menor (3 años)".

En el supuesto del suicidio de un policía nacional en su casa utilizando su arma reglamentaria, la STS, Sala 3ª, 14 de octubre de 2003, Rec. 1058/1999, declaró que no existe relación de causalidad, pues nada hacía previsible el desenlace que se produjo ni nada contribuía a que la Administración procediese a suspender al funcionario del uso del arma reglamentaria, pues para ello hubiese sido preciso arbitrar el procedimiento disciplinario necesario y acordar la medida cautelar correspondiente que nadie solicitó y para la que en las circunstancias que concurrían, no había motivo alguno. Asimismo, no era posible prever el resultado que se produjo y, por tanto, se está ante un caso de fuerza mayor.

[La Ley 4/1999 que modificó la LRJ-PAC amplió, en cierto modo, el concepto tradicional de fuerza mayor para amparar supuestos hasta entonces en el límite de ser considerados tal. Lo encontramos en la actualidad en el art. 34.1 de la LRJSP cuando dice expresamente que «...no serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos».]


Es significativa la apreciación de la fuerza mayor en los casos de contagios por transfusiones: cuando el contagio se produce antes de la existencia de una prueba que permita detectar el virus, existirá fuerza mayor. Si tenemos una prueba estandarizada que permita saber que la sangre se debe controlar, pero aún y así el hospital omite tal control, no existirá fuerza mayor (sentencias sobre SIDA y hepatitis). Así lo indica la STS de fecha de 25 de enero de 2006, Rec. 279/2002, en un supuesto de reclamación de daños y perjuicios contra la Administración sanitaria por contagio de la hepatitis C: 

"La jurisprudencia de esta Sala, como recoge la sentencia de 15 de abril de 2.004, Rec. 6229/1999, ha declarado en numerosas ocasiones que hasta mayo de 1.988 que Michael Houghton, Qui-Lim y George Kuo, notificaron la clonación del virus de la Hepatitis C, si bien no se publicó la patente en el Boletín de la Organización Mundial de la Salud hasta 1 de Junio de 1.989, siendo en este año, en fecha no mejor especificada, cuando se empezó a determinar los anti-VHC mediante pruebas de inmuno absorbencia enzimática, si bien, como se dice en las sentencias citadas, hasta octubre de 1989 no se publicaron en la revista Science los trabajos que permitieron el reconocimiento serológico del virus C de la Hepatitis y hasta el inicio de 1990 no se dispuso comercialmente de los reactivos que posibilitaron la detección de anticuerpos frente a dicho virus. Por ello, las contaminaciones producidas por transfusiones de sangre practicadas con anterioridad no generan responsabilidad para la Administración sanitaria ya que el daño sufrido no es antijurídico según establece el 141.1 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, modificada por Ley 4/1999, de 13 de enero, y así lo ha interpretado esta Sala encontrándose la cláusula de los riesgos del progreso incorporada al ordenamiento comunitario europeo desde la Directiva 85/374/CEE, de 25 de julio de 1985, traspuesta a nuestro ordenamiento interno antes que por el art. 141.1 de la de Régimen Jurídico en la modificación introducida por Ley 4/1.999, de 13 de enero, por el art. 6.1.e) de la Ley 22/1.994, de 6 de julio , aunque también viniera siendo utilizada con anterioridad por la jurisprudencia para definir como no antijurídico el daño cuando se había hecho un correcto empleo de la "lex artis".


Los fenómenos meteorológicos son, sin duda, el supuesto más importante cuantitativamente de fuerza mayor (inundaciones, lluvias torrenciales, movimientos de tierra, etc.). Por lo general, la jurisprudencia no es generosa a la hora hacer interpretaciones laxas o extensivas de la fuerza mayor. 

Incluso en aquellos casos en los que, a primera vista, parece casi indiscutible el suceso insólito e imprevisible, el más leve descuido o incumplimiento de la Administración detectado hace brotar el necesario nexo causal: es el supuesto de la caída de un árbol del Jardín Botánico del Puerto de la Cruz, debido al viento de 62 Km/h, que causó lesiones a una persona. No existió fuerza mayor, pues los fuertes vientos constituyen una de las características climáticas de las Islas Canarias y, por tanto, el daño no se produjo por algo excepcional o insólito, sino por la negligencia de la Administración al no cerrar las instalaciones o tomar las medidas de precaución necesarias para evitar la caída del árbol (STS, Sala 3ª, de 29 de junio de 2002, Rec. 1729/1998).
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